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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BO|GOTÁ 

D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210004300 

 
Bogotá D.C., a los quince (15) días del mes de febrero del 2021 

 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por DONILSA NEGRETE GASPAR, identificada 
con C.C. 26.138.660, contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VICTIMAS -UARIV, por la presunta vulneración de sus derechos 
fundamentales de petición y debido proceso. 
 

I. ANTECEDENTES  
 
La accionante manifiesta que es víctima del conflicto armado, por tanto se encuentra 
incluida en el RUV por el hecho victimizante de desplazamiento forzado y homicidio de 
su compañero permanente Jaime Manuel Doria Negrete, ocurrido el 09 de abril de 1996, 
en la Vereda la Balsas del municipio de San Bernardo del Viento (Córdoba), desde el mes 
de agosto de 2018 ha venido solicitando el pago de la Indemnización Administrativa por 
el hecho victimizante del homicidio de su compañero permanente, en tres oportunidades 
ha entregado a la Unidad para la Atención y Reparación a la Víctimas los documentos 
solicitados a efecto de proceder con el reconocimiento de la indemnización requerida de 
conformidad con lo dispuesto en la Resolución N° 01049 del 15 de marzo de 2019; 
informa que en la actualidad se encuentra en la c) Fase de respuesta de fondo a la 
solicitud, motivo por el cual está solicitando se le expida y notifique el acto administrativo 
por medio del cual se decide sobre el reconocimiento o no de la medida de indemnización 
administrativa. 
 
Adicionalmente, señala que su proceso ha sido suspendido en varias ocasiones hasta tanto 
se entregaran los documentos solicitados por la Unidad, luego de tres (3) entregas, esa 
entidad no ha dado respuesta de fondo mediante acto administrativo acerca del 
reconocimiento o no de la Indemnización Administrativa por el hecho victimizante de 
Homicidio de su compañero permanente. El 19 de diciembre de 2020 entregó toda la 
documentación requerida por la Unidad, la que ya había sido entregada en dos ocasiones 
anteriores, por lo que considera que su petición había quedado subsanada, sin haber 
obtenido respuesta a la fecha de presentación de la presente acción de amparo. 
 

II. SOLICITUD 
 
Donilsa Negrete Gaspar, solicita se tutelen sus derechos fundamentales de petición y 
debido proceso; en consecuencia, se ordene a Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas, resolver de fondo, de manera clara y precisa la solicitud 
presentada a través del correo electrónico institucional de esa entidad, el  19 de diciembre 
de 2020; asimismo, solicita se ordene a la aquí convocada, se pronuncie de fondo a través 
de acto administrativo, sobre el reconocimiento o no de la indemnización administrativa 
solicitada y remitir a su correo la comunicación con radicado N° 202072028145411 del 
23 de octubre de 2020, la cual no ha recibido en su correo. 
 

III. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Repartida y recibida la tutela el 03 de febrero del 2021, se admitió mediante providencia 
del día cuatro (4) siguiente, ordenando notificar a la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, concediéndole el término de veinticuatro (24) horas 
para pronunciarse sobre la tutela de referencia.  

 



 
TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA No. 1100131050242021 – 0004300 

DONILSA NEGRETE GASPAR contra UARIV 
  

2 

 

IV. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
 
El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (E) de la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas, el 05 de febrero de 2021,  informó que en el Sistema de Gestión 
Documental que se lleva en esa entidad, no se evidenció solicitud presentada por la 
accionante, con el fin de obtener la entrega de indemnización administrativa por 
homicidio, por lo que considera que la presunta vulneración del derecho fundamental 
reclamado por la parte accionante no obedece a una actitud evasiva de la entidad que 
representa, sino a una eventual actuación ajena. 
 
Por lo anterior, sostiene que la parte accionante está reclamando la protección de un 
derecho sin haber brindado a la entidad la oportunidad de pronunciarse sobre el trámite 
adecuado y sin haber acreditado la causación de un perjuicio irremediable, motivo por el 
cual solicita declarar improcedente las pretensiones de la presente acción de amparo, en 
razón a que la UARIV no ha vulnerado los derechos fundamentales deprecadas por la 
demandante. 
 

V. CONSIDERACIONES 
-COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el artículo 
2.2.3.1.2.1  del Decreto 1983 de 2017 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que 
se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 

repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 

categoría…”…”, como sucede en este caso. 

 
-PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -
UARIV, ha vulnerado los derechos fundamentales de petición y debido proceso de la 
señora Donilsa Negrete Gaspar. 
 
 PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 
 

1. De la Acción de Tutela y requisitos Generales de la Procedencia. 
 
La Corte Constitucional ha señalado entre otras decisiones en la sentencia T- 500 de 
2019, en cuanto a acción de tutela y sus requisitos generales de procedencia, lo siguiente: 
 

2.3.1 De conformidad con el artículo 86 Superior1 la acción de tutela es un instrumento 
judicial de protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos se vean 
vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, 
excepcionalmente, de un particular. Se trata de un procedimiento preferente y sumario y, se 
caracteriza por ser subsidiaria y residual, lo cual implica que será procedente cuando: (i) el 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial; (ii) de existir, no resulta eficaz o idóneo 
en virtud de las circunstancias del caso concreto, como las condiciones personales de 
vulnerabilidad del afectado o, (iii) el amparo constitucional se presente de manera transitoria 
para evitar un perjuicio irremediable.  
 
2.3.2 Sobre el desarrollo normativo de la referida acción, la Corte constitucional ha precisado 
que si bien se trata de un trámite informal, el mismo requiere del cumplimiento de los siguientes 
requisitos mínimos generales que determinen su procedencia: (i) legitimación por activa; (ii) 
legitimación por pasiva; (iii) agotamiento de los mecanismos judiciales disponibles, salvo la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la evidente afectación actual de 

un derecho fundamental (inmediatez). (Citas incluidas en el texto original) 
 

                                                           
1 Reglamentado por el Decreto Ley 2591 de 1991. 
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En cuanto al requisito de subsidiariedad La Corte Constitucional, en la referida sentencia, 
explicó: 

 
2.3.4. Subsidiariedad: La acción de tutela constituida como un mecanismo de protección de 
derechos constitucionales fundamentales, solo procede cuando el afectado: (i) no disponga de 
otro medio de defensa judicial, (ii) exista pero no sea idóneo o eficaz a la luz de las circunstancias 
del caso concreto2 o, (iii) se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.  
 
2.3.4.1. En lo que respecta a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Alto Tribunal 
Constitucional ha advertido que este configura cuando se está ante un daño: “… (a) Cierto e 
inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 
razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que 
lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, 
en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 
consume un daño antijurídico en forma irreparable”.3 
 
2.3.4.2. En Sentencia SU-691 de 2017, la Corte indicó algunos criterios que debe tener en cuenta 
el juez de tutela para comprobar la inminencia de un perjuicio irremediable, tales como: (i) la 
edad de la persona; (ii) el estado de salud del solicitante y su familia; y (iii) las condiciones 
económicas del peticionario o de las personas obligadas a acudir a su auxilio; para lo cual, el 
interesado tiene el deber desplegar cierta actividad procesal administrativa mínima que 
demuestre su condición. (…)”. (Citas incluidas en el texto original) 

 

2.-Derecho fundamental de petición 
 
La Corte Constitucional en Sentencia T-1160 de 2001, con ponencia del Magistrado 
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA señaló que “La Corte Constitucional se ha ocupado 
ampliamente acerca del contenido, ejercicio y alcance del derecho de petición, además de confirmar su 
carácter de derecho constitucional fundamental”. 
 

El artículo 23 de la Carta faculta a toda persona a “presentar peticiones respetuosas ante las 
autoridades” – o ante las organizaciones privadas en los términos que señale la ley –, y, principalmente, 
"a obtener pronta resolución".  
 

La sentencia antes referida señala: 
 

“Consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a 
que éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.  
De conformidad con la doctrina constitucional en la materia, esa respuesta debe producirse 
dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, pues prolongar en exceso 
la decisión de la solicitud, implica una violación de la Constitución. Como reiteradamente lo 
ha sostenido ésta Corporación.  
La efectividad del derecho de petición y su valor axiológico se deriva justamente del hecho de 
que el ruego debe ser resuelto con la mayor celeridad posible. Naturalmente, esta 
prerrogativa no permite obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver 
favorablemente las peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior 
se limita a señalar que, como consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta 
resolución", lo cual no implica que ésta necesariamente tenga que resultar de conformidad 
con los intereses del peticionario”. 
“(...), la llamada “pronta resolución" exige el deber por parte de las autoridades 
administrativas de pronunciarse respecto de la solicitud impetrada. Se trata de una 
obligación de hacer, en cabeza de la autoridad pública, que requiere del movimiento del 
aparato estatal con el fin de resolver la petición ya sea favorable o desfavorablemente en 
relación con las pretensiones del actor y evitar así una parálisis en el desempeño de la 
función pública y su relación con la sociedad.” 

 
3.- Contenido y alcance del derecho fundamental de petición 

 
El derecho fundamental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, 
en donde se establece la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las 

                                                           
2 En este evento, corresponde al juez de tutela evaluar y determinar si el proceso ordinario otorga una protección 
integral y, en este sentido, “resuelve el conflicto en toda su dimensión”; para ello, se debe analizar en cada caso concreto: 
(i) las características del procedimiento; (ii) las circunstancias del peticionario y (iii) el derecho fundamental 
involucrado. 
3 Sentencia T-052 de 2018. 
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autoridades por cualquier persona, ya sea con motivos de interés general o particular y, 
además, de obtener una respuesta pronta. 
 
De igual forma, el artículo 14 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, reza: 
 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de 
peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición 
deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 

 
En este sentido, la Sentencia T - 077 del 2018 reiteró lo dispuesto por la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C - 418 del 2017 y estableció nueve características del derecho 
de petición, así: 
 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de 
los mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los 
derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, 
es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe 
resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente 
con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 
5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades 
públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, 
a los particulares. 
6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 
formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que 
señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse 
la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la 
imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la contestación. 
7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 
resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el 
silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 
8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la 
exonera del deber de responder. 
9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la 
respuesta al interesado”. 

  
De lo anterior se colige que la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha ocupado de 
fijar tanto el sentido como el alcance del derecho de petición; así las cosas, ha reiterado 
que las peticiones respetuosas presentadas ante las autoridades o ante particulares, deben 
ser resueltas de manera oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a una simple 
respuesta formal. 
 
Partiendo de lo descrito anteriormente y, teniendo en cuenta la naturaleza y alcance de 
este derecho, la Corte Constitucional en Sentencia T- 558 de 2007 afirmó que el núcleo 
fundamental del derecho de petición está constituido por: 
 
i) El derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa. 
ii) La pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada.  

 
4.- El derecho fundamental de petición en el marco del procedimiento de 
reparación administrativa a las víctimas.  
 
De acuerdo a lo señalado en sentencia T- 908-14 con ponencia del magistrado Mauricio 
González Cuervo: 
 
… “La Constitución Política establece en el artículo 23: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. 
De ahí que, el derecho fundamental de petición puede ser entendido desde dos dimensiones, por un lado 
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la facultad de la persona de formular una petición respetuosa ante las autoridades, y por otra parte, el 
derecho a recibir de ellas una respuesta rápida y de fondo. 
Del mismo precepto constitucional, se desprende que el ejercicio del  derecho de petición es una 
manifestación directa de la facultad de acceso a la información que le asiste a toda persona (art. 20 C.P.), 
así como un medio para lograr la satisfacción de otros derechos, como el debido proceso, el trabajo, el 
acceso a la administración de justicia, entre otros. 
Por la anterior, la satisfacción de este derecho se encuentra condicionada a que la entidad emita y 
entregue al peticionario una respuesta que abarque en forma sustancial y resuelva, en lo procedente, la 
materia objeto de solicitud, independientemente del sentido. Ello quiere decir que la respuesta negativa 
comunicada al peticionario dentro de los términos establecidos no significa una vulneración del derecho 
de petición, puesto que si efectivamente lo contestado atiende de fondo el asunto expuesto se satisface el 
derecho mencionado. En efecto, la respuesta puede o no satisfacer los intereses de quien ha elevado la 
petición, en el sentido de acceder o no a sus pretensiones, pero siempre debe ser una contestación que 
permita al peticionario conocer, frente al asunto planteado, cuál es la situación y disposición o criterio de 
la entidad competente.” 
De acuerdo a lo señalado la Corte constitucional ha concluido cuales son las condiciones que debe cumplir 
la respuesta al derecho de petición: 
“ (i) oportunidad; (ii) debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado; 
(iii) ser puesta en conocimiento del peticionario , so pena de incurrir en la violación de este derecho 
fundamental. 
Finalmente, la corte ha reiterado en materia jurisprudencial lo siguiente: 
….“ el  incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración del derecho de 
petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al requerimiento que presentó 
ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho 
ya sea de rango legal o constitucional”. 

 
En consideración a lo precedentemente expuesto, se procederá a determinar en el caso 
bajo estudio, si el amparo constitucional deprecado resulta procedente como mecanismo 
principal de defensa.  

CASO CONCRETO 
 
En el caso bajo estudio, pide la accionante que se resuelva de fondo, de manera clara y 
precisa la solicitud radicada el 19 de diciembre de 2020, a través del correo institucional 
de esa entidad: documentacion@unidadvictimas.gov.co,  dispuesto por la institución 
para tal fin, mediante el cual envió por tercera vez los documentos requeridos para 
acceder al reconocimiento y pago de la indemnización administrativa por el hecho 
victimizante de desplazamiento forzado y homicidio de su compañero permanente. 
 
En cuanto al alcance del derecho de petición no solo permite a la persona que lo ejerce 
presentar una solicitud respetuosa, sino que implica la facultad de exigir a la autoridad a 
quien le ha sido formulada, una respuesta de fondo y oportuna del asunto sometido a su 
consideración. 
 
En ese sentido, la respuesta que se dé a las peticiones deben cumplir con los siguientes 
requisitos: (i) ser oportuna, es decir, atenderse dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico; (ii) resolver de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 
lo solicitado, y (iii) ponerse en conocimiento del peticionario pues la notificación forma 
parte del núcleo esencial del derecho de petición, al punto que de nada serviría la 
posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta se reserva para sí el sentido de lo decido. 
 
Al descender al caso bajo estudio, encuentra esta sede judicial que la convocada, Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, se encuentra incursa en la presunta 
trasgresión del derecho fundamental de petición de la accionante, toda vez que guardó 
silencio frente a la petición radicada el 19 de diciembre de 2020 a través del correo 
institucional dispuesto por la entidad para tal fin, situación que justifica conforme a la 
respuesta dada a la presente acción de amparo,  en que no evidenció en el Sistema de 
Gestión Documental que se lleva en esa entidad, solicitud presentada por la accionante, 
con el fin de obtener la entrega de indemnización administrativa por homicidio, sin 
embargo, junto con el escrito de tutela la actora anexo las contestaciones que le dio la 
entidad accionada, con Radicado N° 202072017014261 de 24 de Julio de 2020 al 
derechos de petición N° 20201302262932 (folio 14 a 16),  el 8 de julio de 2020 al radicado 
NH000170430 (folio 18 a 19) y Radicado N° 2020072022581941 de 10 de septiembre de 

mailto:documentacion@unidadvictimas.gov.co
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esa misma anualidad al derecho de petición N° 2020711885164, que refieren al estado de 
la solicitud de indemnización administrativa,  lo que no es de recibo para el juzgado, toda 
vez que se encuentra acreditado que la actora además de las solicitudes antes referidas a 
las que como se indicó se les dio contestación, acredita que radicó derecho de petición 
ante la entidad accionada el 19 de diciembre de 2020, sin obtener respuesta. 
 
En ese orden, encuentra el despacho que en el presente caso se presenta vulneración del 
derecho de petición de la actora, toda vez que los motivos de la petición no han sido 
resueltos conforme lo solicitado, recuérdese en este punto que el ejercicio del derecho de 
petición no lleva implícita la posibilidad de exigir que la solicitud sea resuelta en 
un determinado sentido, menos aún que sea favorable a lo pretendido por el 
interesado, pues, se repite, ésta garantía fundamental se satisface cuando se da 
respuesta oportuna, congruente y de fondo a la totalidad de los requerimientos elevados 
por el peticionario y tal respuesta se le comunica en debido forma. 
 
En consecuencia, se concederá el amparo deprecado y, por consiguiente, se ordenará a la 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, para que en el término 
improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la 
presente providencia, proceda a pronunciarse de fondo y de forma clara, precisa, 
congruente y específica sobre la petición radicada por la actora, Donilsa Negrete Gaspar, 
el 19 de diciembre de 2020, conforme se evidencia a folios 24 y 25 del escrito de tutela, el 
cual se adjuntó con la notificación del auto admisorio de la presente acción de amparo. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: AMPARAR el derecho fundamental de petición de DONILSA NEGRETE 
GASPAR, identificada con C.C.26.138.660, contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN 
Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, de conformidad con lo expuesto en 
la parte considerativa de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, para que en el término improrrogable de cuarenta y 
ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación del presente fallo, proceda a 
contestar de fondo y de forma clara, precisa y congruente a la señora DONILSA 
NEGRETE GASPAR, la petición con radicado el 19 de diciembre de 2020, a través del 
correo institucional dispuesto por esa entidad para tal fin. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a las 
partes. 
 
CUARTO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente a la 
H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en el 
artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Firmado Por: 
 

NOHORA PATRICIA CALDERON ANGEL  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 024 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C. 
 

 

 

Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210004600 
  

Bogotá D.C., a los quince (15) días del mes de febrero de 2021 
 

El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por LEDIS DEL CARMEN ROMERO 
CELESTINO, identificada con la cédula de ciudadanía número 34’944.935, contra la 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV, por la presunta vulneración de sus 
derechos fundamentales a la petición e igualdad. 
 
 I. ANTECEDENTES  
 
La accionante manifiesta que interpuso derecho de petición el día 13 de octubre de 
2020, solicitando se le diera una fecha cierta en la cual podrá recibir sus cartas cheques, 
toda vez que cumplió con el diligenciamiento del formulario y la actualización de datos, 
sin obtener respuesta ni de forma ni de fondo sobre el desembolso del monto de su 
indemnización por desplazamiento forzado; la UARIV al no dar contestación de fondo 
no solo viola su derecho de petición, sino que vulnera sus derechos fundamentales 
como lo es el derecho a la verdad y a la indemnización, así como a la igualdad y los 
demás derechos consignados en la tutela T-025 de 2004, dicha entidad en una de sus 
respuestas le indicó que debe iniciar el PAARI siendo que ya lo inició, además, ya firmó 
el formulario del plan individual para reparación integral PIRI, anexando los 
documentos requeridos, oportunidad en la que le manifestaron que en un mes pasara 
por la carta cheque para cobrar la indemnización por víctimas de desplazamiento 
forzado. 
 

II. SOLICITUD 
 
Ledis del Carmen Romero Celestino, requiere se le amparen sus derechos 
fundamentales de petición e igualdad; en consecuencia, se ordene a la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 
LAS VICTIMAS, contestar de fondo y de forma el derecho de petición radicado en la 
entidad el 13 de octubre de 2020, bajo el radicado de confirmación 202013014380622 
manifestando una fecha cierta en la cual serán emitidas y entregadas sus cartas 
cheques.  
 

III. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Repartida y recibida la tutela el 03 de febrero del 2021, se admitió mediante providencia 
del día 04 del mismo mes y año, ordenando notificar a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL PARA LA REPARACIÓN Y ATENCIÓN INTEGRAL A LA VICTIMAS – 
UARI, concediéndoles el término de veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre la 
tutela de referencia.  
 

IV. RESPUESTA DE LA ENTIDAD VINCULADA  
 
La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
Victimas – UARIV, mediante respuesta del 05 de febrero de 2021, informó que la 
accionante solicitó indemnización administrativa por el hecho victimizante de 
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desplazamiento forzado, la que fue atendida a través de la Resolución N° 04102019-
527722 del 31 de marzo de 2020, por medio de la cual se reconoció el derecho a recibir 
la indemnización administrativa, haciendo la salvedad que la accionante no cuenta con 
ninguno de los criterios para ser priorizada de acuerdo con el Artículo 4 de la 
Resolución N° 1049 de 2019; igualmente, manifiesta que se pudo evidenciar que el 
núcleo familiar de la demandante presenta novedades frente al documento de identidad 
de un miembro del hogar, esto es, Natalia Orjuela Romero, el cual debe ser subsanado 
en virtud del principio de participación conjunta; aclara que el citado acto 
administrativo fue notificado el señor Armel Orjuela Morales, en calidad de jefe del 
hogar del cual la accionante hace parte, asimismo, por aviso que se fijó el 6 del mes de 
agosto de 2020 y se desfijó el 14 del mismo mes y año, la cual se encuentra en firme, 
toda vez que la accionante no interpuso recurso alguno contra la misma, habiendo 
tenido la oportunidad de hacerlo en caso que hubiese presentado inconformidad frente 
a la decisión. Adjunta copia de la comunicación remitida a la actora con radicado de 
salida N° 202072028737891 del 31 de octubre de 2020. 
 
Por lo anteriormente expuesto, solicita se niegue las pretensiones invocadas por la 
accionante en el escrito de tutela, en razón a que la entidad que representa ha realizado 
todas las gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales, 
evitando que se vulneren o pongan en riesgo sus derechos fundamentales. 
 

V. CONSIDERACIONES 
-COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el 
artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1983 que dispone en numeral 2° “Las acciones de tutela 
que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional 
serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 

categoría…”, como sucede en este caso. 
 
-PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 
ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, ha vulnerado el derecho 
fundamental de petición e igualdad de Ledis del Carmen Romero Celestino. 
 
 -PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 
 
1. De la Acción de Tutela y requisitos Generales de la Procedencia. 
 
La Corte Constitucional ha señalado entre otras decisiones en la sentencia T- 500 de 
2019, en cuanto a acción de tutela y sus requisitos generales de procedencia, explicó: 
 

2.3.1 De conformidad con el artículo 86 Superior1 la acción de tutela es un instrumento judicial de 
protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos se vean vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, excepcionalmente, de un 
particular. Se trata de un procedimiento preferente y sumario y, se caracteriza por ser subsidiaria 
y residual, lo cual implica que será procedente cuando: (i) el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial; (ii) de existir, no resulta eficaz o idóneo en virtud de las circunstancias del caso 
concreto, como las condiciones personales de vulnerabilidad del afectado o, (iii) el amparo 
constitucional se presente de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable.  
 
2.3.2 Sobre el desarrollo normativo de la referida acción, la Corte constitucional ha precisado que si 
bien se trata de un trámite informal, el mismo requiere del cumplimiento de los siguientes requisitos 
mínimos generales que determinen su procedencia: (i) legitimación por activa; (ii) legitimación por 
pasiva; (iii) agotamiento de los mecanismos judiciales disponibles, salvo la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable (subsidiariedad); y (v) la evidente afectación actual de un derecho fundamental 

                                                           
1 Reglamentado por el Decreto Ley 2591 de 1991. 
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(inmediatez). (Citas incluidas en el texto original) 
 

En cuanto al requisito de subsidiariedad La Corte Constitucional, en la referida 
sentencia, explicó: 

 
2.3.4. Subsidiariedad: La acción de tutela constituida como un mecanismo de protección de derechos 
constitucionales fundamentales, solo procede cuando el afectado: (i) no disponga de otro medio de 
defensa judicial, (ii) exista pero no sea idóneo o eficaz a la luz de las circunstancias del caso concreto2 o, 
(iii) se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
 
2.3.4.1. En lo que respecta a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Alto Tribunal Constitucional 
ha advertido que este configura cuando se está ante un daño: “… (a) Cierto e inminente –esto es, que no 
se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación razonable de hechos ciertos-, (b) 
grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que lesionaría, y de la importancia de dicho 
bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, en el sentido de que sea necesaria e inaplazable 
su prevención o mitigación para evitar que se consume un daño antijurídico en forma irreparable”.3 
 
2.3.4.2. En Sentencia SU-691 de 2017, la Corte indicó algunos criterios que debe tener en cuenta el juez 
de tutela para comprobar la inminencia de un perjuicio irremediable, tales como: (i) la edad de la 
persona; (ii) el estado de salud del solicitante y su familia; y (iii) las condiciones económicas del 
peticionario o de las personas obligadas a acudir a su auxilio; para lo cual, el interesado tiene el deber 
desplegar cierta actividad procesal administrativa mínima que demuestre su condición. (…)”. (Citas 
incluidas en el texto original) 

 

2.- Derecho fundamental de petición 
 
La Corte Constitucional en Sentencia T-1160 de 2001, con ponencia del Magistrado 
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA señaló que “La Corte Constitucional se ha ocupado 
ampliamente acerca del contenido, ejercicio y alcance del derecho de petición, además de confirmar su 
carácter de derecho constitucional fundamental”. 
 

El artículo 23 de la Carta faculta a toda persona a “presentar peticiones respetuosas ante las 
autoridades” – o ante las organizaciones privadas en los términos que señale la ley –, y, 
principalmente, "a obtener pronta resolución".  
 

La sentencia antes referida señala: 
 

“Consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a 
que éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.  
De conformidad con la doctrina constitucional en la materia, esa respuesta debe producirse 
dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, pues prolongar en exceso 
la decisión de la solicitud, implica una violación de la Constitución. Como reiteradamente lo 
ha sostenido ésta Corporación.  
La efectividad del derecho de petición y su valor axiológico se deriva justamente del hecho de 
que el ruego debe ser resuelto con la mayor celeridad posible. Naturalmente, esta 
prerrogativa no permite obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver 
favorablemente las peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior 
se limita a señalar que, como consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta 
resolución", lo cual no implica que ésta necesariamente tenga que resultar de conformidad 
con los intereses del peticionario”. 
“(...), la llamada “pronta resolución" exige el deber por parte de las autoridades 
administrativas de pronunciarse respecto de la solicitud impetrada. Se trata de una 
obligación de hacer, en cabeza de la autoridad pública, que requiere del movimiento del 
aparato estatal con el fin de resolver la petición ya sea favorable o desfavorablemente en 
relación con las pretensiones del actor y evitar así una parálisis en el desempeño de la 
función pública y su relación con la sociedad.” 

 
3.- Contenido y alcance del derecho fundamental de petición 
 
El derecho fundamental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Carta 
Política, en donde se establece la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante 

                                                           
2 En este evento, corresponde al juez de tutela evaluar y determinar si el proceso ordinario otorga una protección 
integral y, en este sentido, “resuelve el conflicto en toda su dimensión”; para ello, se debe analizar en cada caso 
concreto: (i) las características del procedimiento; (ii) las circunstancias del peticionario y (iii) el derecho 
fundamental involucrado. 
3 Sentencia T-052 de 2018. 
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las autoridades por cualquier persona, ya sea con motivos de interés general o 
particular y, además, de obtener una respuesta pronta. 
 
De igual forma, el artículo 14 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, reza: 
 
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma 
legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince 
(15) días siguientes a su recepción.” 

 

En este sentido, la Sentencia T - 077 del 2018 reiteró lo dispuesto por la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C - 418 del 2017 y estableció nueve características del 
derecho de petición, así: 
 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de 
los mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los 
derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, 
es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe 
resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente 
con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 
5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 
autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones 
privadas y en general, a los particulares. 
6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 
formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que 
señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere 
darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de 
la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la contestación. 
7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 
resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el 
silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 
8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la 
exonera del deber de responder. 
9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la 
respuesta al interesado”. 

  
De lo anterior se colige que la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha ocupado 
de fijar tanto el sentido como el alcance del derecho de petición; así las cosas, ha 
reiterado que las peticiones respetuosas presentadas ante las autoridades o ante 
particulares, deben ser resueltas de manera oportuna, completa y de fondo, y no 
limitarse a una simple respuesta formal. 
 
Partiendo de lo descrito anteriormente y, teniendo en cuenta la naturaleza y alcance de 
este derecho, la Corte Constitucional en Sentencia T- 558 de 2007 afirmó que el núcleo 
fundamental del derecho de petición está constituido por: 
 

i) El derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa.  
ii) La pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada.  

 

Por esto, resulta vulnerada esta garantía si la administración omite su deber 
constitucional de dar solución oportuna y de fondo al asunto que se somete a su 
consideración. 
 

1. El derecho fundamental de petición en el marco del procedimiento de 
reparación administrativa a las víctimas.  

 
De acuerdo a lo señalado en sentencia T- 908-14 con ponencia del magistrado Mauricio 
González Cuervo: 
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… “La Constitución Política establece en el artículo 23: “Toda persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución”. De ahí que, el derecho fundamental de petición 
puede ser entendido desde dos dimensiones, por un lado, la facultad de la persona de 
formular una petición respetuosa ante las autoridades, y por otra parte, el derecho a recibir 
de ellas una respuesta rápida y de fondo. 
Del mismo precepto constitucional, se desprende que el ejercicio del derecho de petición es 
una manifestación directa de la facultad de acceso a la información que le asiste a toda 
persona (art. 20 C.P.), así como un medio para lograr la satisfacción de otros derechos, 
como el debido proceso, el trabajo, el acceso a la administración de justicia, entre otros. 
Por la anterior, la satisfacción de este derecho se encuentra condicionada a que la entidad 
emita y entregue al peticionario una respuesta que abarque en forma sustancial y resuelva, 
en lo procedente, la materia objeto de solicitud, independientemente del sentido. Ello quiere 
decir que la respuesta negativa comunicada al peticionario dentro de los términos 
establecidos no significa una vulneración del derecho de petición, puesto que si 
efectivamente lo contestado atiende de fondo el asunto expuesto se satisface el derecho 
mencionado. En efecto, la respuesta puede o no satisfacer los intereses de quien ha elevado 
la petición, en el sentido de acceder o no a sus pretensiones, pero siempre debe ser una 
contestación que permita al peticionario conocer, frente al asunto planteado, cuál es la 
situación y disposición o criterio de la entidad competente.” 
De acuerdo a lo señalado la Corte constitucional ha concluido cuales son las condiciones 
que debe cumplir la respuesta al derecho de petición: 
“ (i) oportunidad; (ii) debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 
lo solicitado; (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario , so pena de incurrir en la 
violación de este derecho fundamental. 
Finalmente, la corte ha reiterado en materia jurisprudencial lo siguiente: 
….“ el  incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración 
del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al 
requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena 
recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional”. 

 
CASO CONCRETO 

 
Descendiendo al caso bajo estudio, Ledis del Carmen Romero Celestino considera que 
la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas – UARIV le está 
vulnerando sus derechos fundamentales de petición e igualdad, toda vez que radicó 
derecho de petición el 13 de octubre de 2020, sin obtener respuesta de forma ni de 
fondo. 
 
Verificado el material probatorio que reposa en el plenario, se tiene que la demandante 
radicó derecho de petición ante la Unidad para las Victimas – UARIV el 13 de octubre 
de 2020 bajo el número No. 202013014380622, solicitando:  
 

“Por lo anterior solicito de la manera más respetuosa, a la persona encargada 
 
De acuerdo a lo anterior y de acuerdo al formulario diligenciado. En mi caso de 
INDEMNIZACIÓN POR EL HECHO VICTIMIZANTE de DESPLAZAMIENTO FORZADO a 
causa del CONFLICTO ARMADO. En particular CUANDO me entregan la carta cheque. 
 
De acuerdo a mi proceso. Que documentos me hacen falta para esta indemnización. 
 
SE expida ACTO ADMINISTRATIVO de fecha cierta de pago de la indemnización”. 

 

La Unidad para las Victimas – UARIV atendió la solicitud de la demandante por medio 
del radicado N° 202072028737891 del 31 de octubre del año 2020, informándole que:  
 

“En consideración a su comunicación radicada con fecha 13/10/2020 mediante la cual 
solicita se le informe cuándo se le reconocerá y ordenará el pago de la indemnización 
administrativa, la Unidad para las Víctimas se permite informarle que, para este efecto, es 
necesario subsanar las novedades registradas en los datos de identidad de varios 
miembros de su núcleo familiar, por lo anterior se requiere la remisión de copia clara y 
legible del correspondiente documento de identidad de su núcleo familiar. 
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En consecuencia, se hace necesario que usted se comunique con la Unidad a la Línea 
Gratuita Nacional 018000-911119 dese cualquier celular y desde Bogotá al 4261111 o a 
través del Canal Virtual previsto en la página 
https:/www.unidadvictimas.gov.co/es/servicio-al-ciudadano/44486, dirigiéndose a la 
sección “Canales de Atención”, en donde podrá encontrar varias opciones de contacto, esto 
con el propósito, que una vez tenga la documentación relacionada en la presente 
comunicación, la Unidad pueda brindarle una orientación en la forma de como allegar la 
información y de esta manera subsanar la solicitud. 
 
Por otra parte, para la Entidad es importante tener actualizados sus datos de contacto, así 
como la información que reposa en el Registro Único de Víctimas-RUT, por esto le 
invitamos a informar cualquier modificación a través de nuestros canales de atención (…)” 

 
Igualmente, con ocasión de la presente acción constitucional, obra respuesta al derecho 
de petición del 13 de octubre de 2020, mediante el cual la entidad accionada, ilustran a 
la demandante sobre el procedimiento establecido en la Resolución No.01049 del 15 de 
marzo de 2019, para otorgar la indemnización por vía administrativa. Asimismo, le 
informaron que la Resolución N° 04102019-527722 del 31 de marzo de 2020 se le 
notificó a ARMEL ORJUELA MORALES, en calidad del jefe del hogar en el cual ella 
hacía parte, por aviso el cual se fijó el 6 de agosto de 2020 y se desfijó el 14 del mismo 
año, contra la misma no se interpuso los recursos de ley habiendo tenido la oportunidad 
de hacerlo en caso que presentara inconformidad frente a la decisión. Adicionalmente, 
le indicaron que actualmente evidenciaron que un miembro de su familia de nombre 
Natalia Orjuela Romero, presenta novedad respecto de su documento de identificación, 
situación que debe ser subsanada. 
 
Ahora bien, los documentos en cuestión fueron remitido a la dirección electrónica 
suministrada por la demandante en el escrito de tutela, esto es, 
valeorjuelita30@gmail.com  conforme se evidencia en la constancia de envío allegada 
con la con la contestación vista a folios 7 y 9 del escrito de contestación.  
 
En tales condiciones, encuentra esta sede judicial que la autoridad accionada Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV, no está incursa en la 
transgresión denunciada por el accionante, toda vez que atendió la petición que suscita 
este mecanismo de amparo, en la medida que emitió respuesta al derecho de petición 
de la actora en el que le informaron que debido a las novedades registradas en los datos 
de identidad de varios miembros de su núcleo familiar, debía subsanarlos allegando 
copia clara y legible del correspondiente documento de identidad de su núcleo familiar. 
 
Lo anterior, a todas luces descarta que la respuesta de la convocada UARIV, hubiese 
sido evasiva o incompleta, pues responde de fondo a la solicitud elevada por el actor, el 
13 de octubre del año 2020, a juicio del despacho no se configura la violación deprecada 
en la presente tutela razón por la cual se negará el amparo solicitado. 
 
Ahora bien, bajo el panorama expuesto en el presente caso, resulta incuestionable, que 
en el caso objeto de estudio se está ante frente a lo que la jurisprudencia ha denominado 
carencia actual de objeto por hecho superado, al haber cesado la situación que generaba 
la presunta amenaza o violación del derecho fundamental de la actora, por cuanto la 
circunstancia que motivó el ejercicio de la acción de tutela, fue surtida. 
 
Recuérdese, que el ejercicio del derecho de petición no lleva implícita la posibilidad 
de exigir que la respuesta sea resuelta en un determinado sentido, menos 
aún que sea favorable a lo pretendido por el interesado, pues, se repite, esta 
garantía fundamental se satisface cuando se da respuesta congruente, se le comunica 
al interesado y se resuelve de fondo la totalidad de las pretensiones elevadas, lo que 
aquí aconteció conforme se dejó visto. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 

mailto:valeorjuelita30@gmail.com
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RESUELVE: 

 
PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos invocados por LEDIS DEL 
CARMEN ROMERO CELESTINO, identificada con C.C.34.944.935, contra la 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VICTIMAS – UARIV, por carencia actual del objeto en razón a que se configura un 
hecho superado. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Firmado Por: 

 

NOHORA PATRICIA CALDERON ANGEL  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 024 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
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jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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ACCIÓN DE TUTELA No.11001310502420210005900 

JHONATAN STIVEN ROJAS RAMOS VS UARIV 

INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., a los quince (15) días del mes de febrero 
de 2021, pasa al Despacho de la señora Juez la Acción de Tutela radicada con el 
número 2021/00059, informándole que nos correspondió por reparto. Sírvase 
proveer. 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 
 
 
 
 

Acción de Tutela Radicado No. 110013105024 2021 00059 00 
 

Bogotá D.C., a los quinto (15) días del mes de febrero de 2021. 
 
JHONATAN STIVEN ROJAS RAMOS, identificado con C.C.1.083.912.952, 
actuando en nombre propio, instaura acción de tutela en contra de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VICTIMAS - UARIV, por la presunta vulneración de su 
derecho fundamental de petición e igualdad. 
 
En consecuencia; 

DISPONE 
 
PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por JHONATAN STIVEN 
ROJAS RAMOS, identificado con C.C.1.083.912.952, contra la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VICTIMAS - UARIV. 
 
SEGUNDO: Oficiar a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 
ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS - UARIV, para 
que en el término de veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación de la 
presente providencia, se pronuncie sobre los hechos de la tutela, aportando para ello 
copia de los documentos que sustenten las razones de lo dicho. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Firmado Por: 
 

NOHORA PATRICIA CALDERON ANGEL  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 024 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
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ACCIÓN DE TUTELA No.11001310502420210006300 
LUZ MARINA CÁCERES APONTE VS NUEVA EPS 

 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., a los quince (15) días del mes de febrero de 
2021, pasa al Despacho de la señora Juez la Acción de Tutela con número de radicado 
2021/00063, informando que la parte actora allega subsanación de la Acción de Tutela. 
Sírvase proveer. 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  

 
 
 

Acción de Tutela Radicado No. 110013105024 2020100063 00 
 

Bogotá D.C., a los  quince (15) días del mes de febrero del 2021 
 
LUZ MARINA CÁCERES APONTE, identificada con C.C.52.006.671, actuando en 
causa propia, instaura acción de tutela en contra la NUEVA EMPRESA 
PROMOTORA DE SALUD –NUEVA ESPS por considerar que se le está 
vulnerando su derecho fundamental a la salud. 
 
Ahora bien, el despacho encuentra la necesidad de VINCULAR al presente trámite a 
la Superintendencia Nacional de Salud –SUPERSALUD. 
 
En consecuencia; 

DISPONE: 
 
PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por LUZ MARINA CÁCERES 
APONTE, identificada con C.C.52.006.671, actuando en causa propia, instaura acción 
de tutela en contra la NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD –NUEVA 
EPS 
 
SEGUNDO: VINCULAR a la presente acción constitucional a la Superintendencia 
Nacional de Salud –SUPERSALUD. 
 
TERCERO: OFICIAR a la NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD - 
NUEVA EPS y a la Superintendencia Nacional de Salud –SUPERSALUD, para que 
en el término de veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación de esta 
providencia, se pronuncien sobre los hechos de la tutela, aportando para ello copia de 
los documentos que sustenten las razones de lo dicho. 
 
CUARTO: NOTIFICAR por el medio más expedito a las partes. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Firmado Por: 

 

NOHORA PATRICIA CALDERON ANGEL  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 024 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
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